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1. Introducción





El presente documento esto referido al punto del temario destinado al desarrollo de los aspectos relacionados con el impacto ambiental de las estrategias y políticas económicas adoptadas por los países de América Latina y el Caribe planteando desde la perspectiva del “Informe Brundtland”, bases conceptuales que permitan guiar una estrategia de desarrollo sostenible.(¤) Toda actividad humana, tiene lugar en un contexto definido de relaciones entre el hombre y la naturaleza. 





El concepto de desarrollo presupone una transformación de estas relaciones. Por ejemplo, la actividad agrícola, constituye por definición una forma de gestión ambiental, pero según cómo se la lleve a cabo, puede reflejar concepciones subyacentes muy diferentes de la relación entre el hombre y la naturaleza. En algunas ocasiones, esta relación está definida en forma tal, que es posible obtener beneficios para la sociedad sin menoscabo de los recursos naturales. Otras veces en cambio, la sociedad, con el objetivo de asegurar el mantenimiento de su estilo de vida. actúa sobre la naturaleza en formas que reducen su capacidad de continuar sustentándolo en el futuro (Colby,1989).





Esta aparente disgresión introductoria sirve de base para explicar la premisa sustentada en el presente documento de que el tipo de relaciones que la sociedad haya mantenido frente a la naturaleza, constituye el elemento básico, el marco de referencia obligado para determinar los efectos que pueden esperarse de la aplicación de ciertas políticas y estrategias económicas sobre el medio ambiente. Y ello es así, porque la naturaleza de esa relación está definida explícita o implícitamente en las bases conceptuales que han servido de fundamento teórico a esas políticas y estrategias, las cuales constituyen solamente sus instrumentos de ejecución. 





En vista de ello el trabajo se inicia con una breve reseña de la naturaleza de esa relación contenida en el pensamiento económico predominante, continuando con un análisis global de los impactos ambientales de las políticas económicas adoptadas en los países de la región y su relación con las aplicadas por el mundo industrializado. En base a esta experiencia y desde la perspectiva del Informe Brundtland, se incluyen algunas pautas que podrían ser tenidas en cuenta para el diseño de una estrategia de desarrollo sustentable y se concluye presentando algunas reflexiones sobre la transición de la modalidad de crecimiento adoptada hasta ahora y los requerimientos para la consecución de un desarrollo sustentable.








2. Economía y Medio Ambiente





Hace más de 200 años la ciencia económica “economía política” como acertadamente se denominaba en aquellos tiempos, establecía que toda producción se llevaba a cabo mediante la combinación de tres factores o recursos productivos: naturaleza, trabajo y capital.  Fue en esos años que Malthus y Ricardo plantearon su preocupación acerca de los problemas que podrían derivarse del crecimiento poblacional, la disponibilidad limitada del recurso "tierra" y la producción de alimentos. El elemento de ajuste para lograr retomar el equilibrio en la disponibilidad de los factores productivos incluía hambrunas, pestes, guerras y otras calamidades. Como a menudo sucede a los economistas, sus pronósticos, en este caso apocalípticos, no se cumplieron, al menos durante el horizonte temporal para el que fueron formulados. La incorporación de nuevas tierras en las colonias, el desarrollo tecnológico en los medios de transporte y otros factores hicieron disipar los temores que despertaron aquéllas sombrías predicciones





Consecuentemente, el desarrollo posterior del pensamiento económico predominante en los países industriales, por lo menos hasta promediar la década de los años sesenta, giró en torno al problema de la asignación de los recursos productivos considerados escasos, trabajo y capital. La naturaleza, como factor productivo, fue virtualmente ignorada en el análisis por considerarla de “oferta minina", disponible para ser utilizada, explotada, modificada y, en general, instrumentada para lograr el objetivo de satisfacer las necesidades y deseos materiales de la humanidad.





La naturaleza fue concebida separada de la economía y algunos de los recursos que de ella provenían, los llamados "bienes libres", por definición permanecían fuera del ámbito de su estudio. El proceso económico se lo representa como un sistema cerrado de flujos completamente reversibles entre unidades productoras y consumidoras cada una actuando de manera tal de lograr la maximimización de su beneficio y su satisfacción (Georgescu-Roegen. 1971). Una escasez circunstancial de alguno de los factores productivos que podría acarrear incrementos de su precio, es posible solucionarla siempre en el marco de un concepto de eficiencia predefinido, mediante una adecuada sustitución de factores y tecnología. Existe fe absoluta en el "progreso" humano y confianza que el sistema puede remover lodo obstáculo que pudiera interponerse en la senda de un crecimiento económico permanente.





No surge ninguna posibilidad conceptual para racionalizar el riesgo de una posible limitación de la producción ocasionada por el deterioro o agotamiento de los recursos naturales. Ciertos efectos no deseados resultantes de la actividad económica, incluyendo entre ellos la contaminación y degradación de los recursos naturales, fueron denominados precisamente "externalidades", es decir, exógenos, fuera del ámbito de las decisiones individuales y por lo tanto de lo que se entendía debía ser la economía. La gestión ambiental implícita está unilateralmente orientada para facilitar e incrementar el poder del hombre para someter a la naturaleza y apropiarse de sus recursos.








3. Impacto ambiental de las políticas económicas nacionales





Aún reconociendo el riesgo de incurrir en un grado excesivo de generalización, es posible afirmar que desde la época colonial y más precisamente, desde principios de siglo, los países de la región han heredado primero, y lamentablemente mantenido después, esta particular concepción de relaciones entre sociedad y naturaleza. En consecuencia no debería sorprender que la gestión ambiental implícita en las estrategias y políticas económicas y en el comportamiento de los sujetos económicos no haya diferido substancialmente de la predominante en el mundo desarrollado.





Las diferencias en la intensidad y magnitud de los efectos negativos sobre el medio ambiente que pudieran percibirse, obedecen precisamente, al menor grado de "desarrollo" relativo alcanzado en la región y/o a la diferente cantidad y variedad en la dotación de recursos naturales, pero el dato esencial que constituye un rasgo común en ambas, es la falta de una conciencia colectiva que indujera al uso y conservación racional de los recursos naturales, definidos en términos de sustentabilidad. 





Este diagnóstico general se aplica a la primera mitad del siglo cuando la región siguió una modalidad de crecimiento “hacia afuera" en base a exportaciones de materias primas y recursos naturales a los países desarrolladas los que podían así proseguir manteniendo su concepción del crecimiento indefinido. Pero también se manifestó, a partir del último medio siglo, cuando la mayoría de los países de la región adoptan una modalidad de desarrollo "hacia adentro" que implicaba sustituir importaciones con la idea que ello conducía al inicio de un proceso de acumulación y expansión industrial que les permitiera "desarrollarse" y liberarse de la hegemonía ejercida por los centros de poder económico.





Sea por haber adoptado un modelo inapropiado, o por desvirtuación del mismo debido a una deficiente ejecución sumado a las políticas económicas y acciones discriminatorias contra la región por parte de los países desarrollados, la crisis en la que la región está sumida desde hace una década constituye la evidencia más dramática que ella no ha sabido o no ha podido alcanzar sus objetivos de desarrollo económico "sostenido" como era su meta. Cabe sin embargo tener presente que. de haber tenido éxito, de haberse logrado cumplir satisfactoriamente con los objetivos propuestos, los resultados, desde la perspectiva del medio ambiente, tampoco hubieran satisfecho las condiciones requeridas para que pudiera haber sido considerado un desarrollo "sustentable".





Lamentablemente esta experiencia de desarrollo frustrado ha tenido, como se advierte en la actualidad, numerosas consecuencias negativas en lo económico, en lo social y como era de esperar, en lo ambiental. La inequitativa distribución del ingreso presumiblemente sea, por sus múltiples implicancias debido a la realimentación de sus efectos en todos los ámbitos, una de las más serias. La concentración del ingreso, acentuada durante la crisis, en grupos proporcionalmente reducidos de población ha permitido a sus integrantes (entre otras libertades para asignar sus elevados ingresos) la emulación de niveles y patrones de consumo similares a los existentes en los grupos elevados de ingresos en países desarrollados. Son los que pueden, al disponer de los ingresos necesarios ejercer libremente el derecho de la "soberanía del consumidor" de la que habla la teoría económica. Al hacerlo, cuando no les es permitido o les resulta oneroso importar los bienes y servicios que están dispuestos a demandar, inducen, orientan, condicionan una estructura productiva interna destinada a producir los bienes y servicios requeridos para satisfacer esas demandas.





La producción se lleva a cabo con insumos, tecnología, envases y hasta con publicidad similar a los empleados en los países de donde provienen. No es de extrañar que también produzcan las mismas clases de contaminantes del medio ambiente, aunque presumiblemente en mayor grado por unidad de producto, dado los estándares más bajos -si es que existen- relativos a los establecidos en los países desarrollados. Además, en algunas ocasiones estas actividades aprovechan los subsidios gubernamentales directos (por localización geográfica en determinadas regiones) o indirectos, vía insumos importados, tarifas de energía y otros. No deja de ser ilustrativo destacar que "..el grueso de la contaminación global es producida por esa minoría que disfruta los niveles de vida más elevados.." (Piddinglon, 1989). Esta economía de la opulencia y del despilfarro contrasta con el 40% al 50% de la población de la región que viven en niveles de pobreza o extrema pobreza. El Informe Brundtland es enfático en el tema de la pobreza, además de estar ampliamente documentado el hecho que este factor constituye el efecto y a la vez una de las principales causas del deterioro ambiental.





Sin embargo es preciso reiterar que aún cuando los países de la región hubieran logrado cumplir con los objetivos perseguidos por las estrategias de desarrollo adoptadas, hubieran tenido la flexibilidad necesaria para adaptarse a los cambios que tuvieron lugar en los centros de poder, el desarrollo resultante, por más equitativo que hubiera podido ser, tampoco hubiera podido ser sustentable desde el punto de vista del medio ambiente. En oirás palabras, si el problema de la pobreza hubiera sido superado, la iniciación de un proceso de desarrollo sustentable requeriría igualmente transformaciones profundas en los fundamentos conceptuales de las estrategias y políticas económicas, que fueran compatibles con la reformulación de las relaciones entre sociedad y naturaleza, que tal desarrollo exige.





Los países de la región, como miembros de la comunidad internacional a la cual está dirigido el llamamiento de la Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desarrollo, son concientes de su responsabilidad y han manifestado su disposición para que dentro de sus respectivos ámbitos se lleven a cabo esas transformaciones. En este sentido y en la búsqueda de nuevos cursos de acción, existe convencimiento que seguir recorriendo en actitud emulatoria las etapas de crecimiento transitadas por los actuales países desarrollados, no constituye un camino apropiado.


Tampoco es una alternativa válida limitarse a corregir instrumentalmente los modelos de desarrollo del pasado en un intento de superar las distorsiones y vulnerabilidades que engendraron. Se requiere entonces una gran dosis de originalidad y creatividad para efectuar un replanteo de valores que conduzca a permitir el diseño de estrategias y a instrumentar políticas en las cuales esté internalizado el objetivo de un desarrollo ambiental sustentable. Esta es una tarea que le compete realizar a cada país, de acuerdo a sus propias especificidades culturales e institucionales.





Sin embargo, consistente con el carácter universal, implícito en el concepto de sustentabilidad del desarrollo, la implementación de tales estrategias no sería viable si se pretendiera circunscribirla a limites nacionales. Es imprescindible entonces que los países de la región dispongan, por parte de los países desarrollados, de un marco de referencia global en el que estén incluidos el grado de compromiso, las actitudes, y especialmente la naturaleza y el grado de equidad que están dispuestos a impartir a sus relaciones con los países de la región en función del objetivo común que se intenta lograr. El proceso de integración que se está gestando debería jugar un papel preponderante en el fortalecimiento de la posición negociadora regional.








4. Relaciones económicas Norte-Sur





La necesidad de establecer nuevas reglas de juego en las relaciones económicas Norte-Sur, constituye un tácito reconocimiento que las imperantes en la actualidad deben ser radicalmente modificadas. Y existen múltiples motivos para ello. pues como anteriormente se mencionó, las políticas económicas aplicadas por los países desarrolladas constituyen uno de los factores explicativos del fracaso del modelo económico adoptado y desencadenantes de la actual crisis.





El problema de la deuda externa obliga a los gobiernos de los países de la región a la aplicación de las llamadas “políticas de ajuste estructural”, curiosamente excluidas de la exigencia de ser sometidas a una evaluación de impacto ambiental, y que están destinadas exclusivamente a captar el ahorro interno para canalizarlo para el pago de los servicios. �


Por la magnitud de los fIujos netos de capital transferidos, (que se estiman cercanos a los 300.000 millones de dólares desde 1982) dichos programas de ajustes han tenido efectos interactuantes negativos sobre las variables económicas, sociales y ambientales, que se retroalimentan y multiplican, conformando un verdadero círculo vicioso del estancamiento económico y del deterioro ambiental.�


La política comercial discriminatoria adoptada por los países desarrollados, surgidas como elemento de ajuste de sus propias distorsiones y desequilibrios internos, interfiere el libre funcionamiento de los mercados, y somete a los países en desarrollo a soportar los costos de tales desajustes internos.�Presumiblemente, uno de los ejemplos más ilustrativo lo constituye las políticas de subsidios agrícolas que generan excedentes de oferta que colocados en los mercados mundiales deprimen artificialmente sus precios, distorsionando los mercados mundiales y sometiendo a los países de la región y otros países en desarrollo a enfrentar virtuales encrucijadas al tener que cumplir con sus compromisos externos y simultáneamente en el plano interno, enfrentar la crisis de los respectivos sectores agrícolas y al deterioro social y ambiental que ellas traen aparejado.�


La creciente preocupación en los países desarrollados por el riesgo de la contaminación y deterioro del medio ambiente ha inducido a establecer en dichos países reglamentaciones ambientales más estrictas, que tienen evidentemente una clara incidencia en los costos de producción de las empresas involucradas. Desde la perspectiva de la sustentabilidad global, tales acciones deberían considerarse auspiciosas.


�Sin embargo, el hecho que en los países en desarrollo los estándares sean inferiores o simplemente inexistentes, sumado a la imperiosa necesidad de estos países de atraer capitales externos, está ocasionando una relocalización en los países en desarrollo de empresas cuyas producciones tienen mayor efecto contaminante. Salvando las diferencias de contexto, el mismo principio es el que se ha estado aplicando desde hace tiempo, en lo referente a la exportación a los países de la región, de ciertos productos químicos medicinales e insumos agrícolas nocivos y/o peligrosos, y que por tales motivos, se dispuso prohibir su comercialización dentro de los límites de los países industrializados que los producían y que inexplicablemente continúan haciéndolo. El Informe Brundtland consigna que si todas las industrias de países en desarrollo que exportan a los países de la OECD fueran forzadas a adoptar los estándares de contaminación ambiental vigentes en los Estados Unidos de Norte América en 1980, ellas hubieran colectivamente incurrido en costos directos de control ambiental en una suma aproximada a los 5.500 millones de dólares, a la que habría que agregar una suma no determinable en concepto de costos indirectos.





Una posible interpretación que podría formularse acerca de la real significación de esta estimación, es que dichos costos representaría la suma adicional que los excitadores de países en desarrollo deberían afrontar para poder colocar competitivamente sus productos en los mercados de los principales países desarrollados. En la medida que esta interpretación sea correcta, podría visualizarse el peligro potencial para los países de la región, de la eventual incorporación a las políticas comerciales de los países desarrollados, de exigencias de cumplimiento de determinados estándares de contaminación u otras medidas de protección ambiental, lo que equivaldría virtualmente a la imposición de nuevas barreras no arancelarias, esta vez justificadas en defensa de los recursos naturales y el medio ambiente. 





Claro esta, que esta argumentación también resultaría válida para disipar la creciente amenaza que pesa sobre los países en desarrollo de ser convertidos en virtuales basurales de los subproductos tóxicos del "desarrollo" del mundo industrializado. Estos deshechos tóxicos deben interpretarse como una deuda contraída por los países que lo producen hacia el medio ambiente, el pago de cuyo costo esta siendo diferido. Al ser transferidos a los países en desarrollo, que podrían estar dispuestos a recibirlos por estar presionados por recursos externos, se les están transfiriendo también estos costos diferidos a una cierta tasa de descuento, con lo cual resulta que todos terminan pidiendo prestado a las generaciones futuras. Lamentablemente, la experiencia histórica que tienen los países de la región, en lo que respeta a las practicas concrétales discriminatorias a las que han estado y están sujetos por decisiones unilaterales de los países desarrollados, sirve de fundamento para que eventualidades como la descripta puedan ser incluidas en el terreno de las posibilidades. 





Como se desprende de los párrafos precedentes, la asimetría en las relaciones económicas con los países desarrollados y el ámbito un tanto hostil y de desconfianza en las que se desenvuelven, no constituyen por cierto un marco de referencia adecuado para responder a un llamamiento de la magnitud y trascendencia como el formulado por la Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desarrollo que apela a la solidaridad, responsabilidad y apoyo de todos los países en proporción a sus posibilidades para llevar a cabo las profundas transformaciones que el desarrollo sustentable exige.  Así lo entiende la Dra. Brundtland al expresar que "...En este mundo interdependiente no hay manera de escapar al hecho de que nosotros en el Norte, debemos internalizar alguno de los costos de un modelo de crecimiento más respetuoso del medio ambiente en el Sur..". En Europa nació la revolución industrial. Nosotros fuimos quienes contaminamos la atmósfera en escala masiva e iniciamos el saqueo de los recursos de la tierra. Me parece que la obligación histórica de iniciar una nueva senda hacia un desarrollo sustentable, recae en nosotros." (Brundtland, 1989).








5. Algunas pautas para la formulación de estrategias de desarrollo sustentable





Uno de los principios básicos del desarrollo sustentable descansa en la idea de la equidad intergeneracional. El problema reside que todo consumo presente afecta las posibilidades de elección que tendrán las generaciones futuras en el sentido que dicho consumo reduce teóricamente las inversiones que podrían realizarse para su beneficio. De allí que para operativizar el concepto de desarrollo sustentable debería incorporarse la noción de un limite en el grado de deterioro o agotamiento de los recursos naturales más allá del cual se comprometería seriamente la capacidad de la sociedad para satisfacer sus necesidades futuras. (Piddington, 1989).





Ello requerirá como lo establece el Informe Brundtland, de un cambio considerable en el pensamiento y análisis económico tradicional. Las oscuras predicciones formuladas por el Club de Roma. al margen de la estrechez de miras con que a menudo se han evaluado sus conclusiones centrándola en la exactitud temporal de sus pronósticos, constituyeron, hasta el tiempo en que fueron formuladas, el más amplio cuestionamiento a las bases conceptuales del crecimiento ilimitado y la evidencia que la modalidad de crecimiento inspirado en ellas, no era sustentable. Y ello no es privativo del pensamiento económico neoclásico, subyacente en la organización económica capitalista, sino también resulta aplicable, por estar ambos fundamentados en la misma concepción hombre-naturaleza, a las economías colectivistas de inspiración marxista. La búsqueda de la sustentabilidad del desarrollo rebasa la esfera puramente ideológica.  Un importante antecedente teórico de este cuestionamiento implícito al pensamiento económico predominante asimila al planeta tierra a una nave espacial, procediendo a establecer las premisas sobre las que tendría que estar basada la actividad económica en tales condiciones restrictivas. (Boulding, 1966)





Contrariamente a lo acontecido hasta el presente, los criterios para evaluar la performance de las economías no estarían entonces basados en la magnitud máxima de los flujos presenten que pueden obtenerse de los recursos disponibles en un breve horizonte temporal (producto, ingreso, consumo anual), sino en los flujos posibles de obtener sin destruir ni agotar los stocks existentes de los cuales se sustenta y que por definición, son fijos.





Las políticas económicas tendrían internalizadas las medidas de conservación del stock y la penalización de su derroche al estar fundamentadas en un esquema teórico coherente con las restricciones impuestas y con el comportamiento "racional" que puede esperarse asuman los sujetos económicos ante tales condiciones, incluyendo una mayor capacidad para la predicción de los efectos ambientales de sus acciones. Las metas del crecimiento económico estarían definidas más en términos de calidad de vida que en la mera acumulación de bienes materiales como indicativo de mayor bienestar. De una economía centrada en la maximización de la producción se pasaría a una economía orientada a la optimización de insumos. 





Pero esta reorientación del concepto de eficiencia no sería suficiente sin un cambio de actitudes definido atendiendo al principio de la "responsabilidad intergeneracional.''(Brundtland, 1989). Sólo así podría generarse una diferente escala de valores en el comportamiento humano que tendría su manifestación más trascendente, en la adopción de otros niveles y pautas de consumo en el comportamiento humano que han predominado y han traído aparejado el derroche en el uso de energía y de los recursos naturales. La incorporación de las cuestiones ambientales en el proceso de toma de decisiones y planeación económica, presupone superar una situación institucional caracterizada por una rígida compartamentalización sectorial. Esto ha conducido a la fragmentación de responsabilidades en materia económica y ecológica, y a la desarticulación y virtual divorcio entre ambas políticas, las cuales son a menudo, simples sumatorias de acciones sectoriales puntuales destinadas a remediar las violaciones ambientales creadas por decisiones tomadas en el ámbito económico. (Gonzáles de Olarte, 1990).





Esta compartamentalización sectorial ha sido también el origen de la falsa dicotomía entre medio ambiente y desarrollo, fuente de muchos de los problemas ambientales que actualmente enfrenta la humanidad. De allí la aplicación de mecanismos correctivos, un tanto cosméticos, incorporados en ciertos estudios de impacto ambiental, que se limitan a identificar, una vez que los proyectos ya están formulados y entre un número limitado de opciones, la alternativa de menor deterioro ambiental, es decir, se procura remediar o aliviar “ex-post”, las "externalidades" emergentes de una planeación de desarrollo concebida con objetivos unisectoriales. En otras palabras, se "crea" un problema ambiental y simultáneamente se busca la manera de remediarlo: un sistema lógico un tanto confuso como para regir un mecanismo instrumental tan importante para el proceso de toma de decisiones como son los proyectos de inversión.





Cabe sin embargo puntualizar que este enfoque pseudo-ambientalista. comúnmente conocido como “...más de lo mismo, con una planta de tratamiento...", es aplicado actualmente como un mecanismo neutralizador del comportamiento extremo, que conlleva la destrucción y agotamiento de recursos naturales con sus secuelas de contaminación ambiental, que se ven forzados adoptar los países en desarrollo en un esfuerzo desesperado para afrontar el pago de su deuda externa y la atención de las necesidades básicas de su creciente población. Hecha esta salvedad, es preciso reiterar que ni los proyectos así concebidos ni los costos que se les adiciona en concepto de una aparente defensa del medio ambiente, pueden ser considerados instrumentos ni componentes de un proceso de inversión surgido de una genuina estrategia de desarrollo sustentable basada en una articulación, sin prevalencias sectoriales, de lo económico y lo ecológico que procure "ex-ante", evitar la necesidad de contaminar en lugar de exigir el pago de un derecho por la contaminación causada.





La rápida e irreversible destrucción de los sistemas que sustentan la vida del planeta y que ponen en duda la sustentabilidad futura hace que la integración de las consideraciones ecológicas en la planeación y toma de decisiones en materia económica también sea imprescindible para redefinir los límites dentro de los cuales deberá operar el mercado en su papel de mecanismo de asignación de recursos. Esto se hace imitativo ya que no puede esperarse que los mercados, por si solos, brinden soluciones a los problemas ambientales en vista que las señales de precios están referidas exclusivamente a los bienes que se comercializan no contemplando aquellos que, erróneamente según se está comprobando, se los supone de oferta ilimitada. (The Economist, 1989).





Resulta un tanto irónico que en tiempos en que la tendencia dominante es hacia la libertad en el funcionamiento de los mercados y la abolición de regulaciones, exista consenso, incluyendo los voceros más conspicuos del pensamiento liberal, en reconocer que la defensa del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales proveen una base racional para una intervención y control directo por parte del Estado. (The Economist, 1990). La naturaleza de los problemas a resolver que surgen al asumir la responsabilidad de defender las generaciones futuras, ausentes hasta ahora en las decisiones en los mercados, reclama el esfuerzo colectivo de los gobiernos para establecer el marco de referencia global y acordar los límites al crecimiento compatible con los objetivos propuestos. -el Protocolo de Montreal de 1987 y los acuerdos complementarios posteriores son ejemplos-.  Por otra parte, la acción de los gobiernos también es necesaria dentro de los límites de sus respectivos países para dar cumplimiento a los acuerdos suscriptos, así como para proceder a la eliminación de las distorsiones en la señales de precios internos que inducen a la emisión de substancias contaminantes y al deterioro y agotamiento de los recursos naturales.





En este sentido un primer paso consistiría en la eliminación de los importantes y numerosos subsidios establecidos con el propósito de impulsar determinadas actividades productivas, ya sea directamente o a través de los insumos que utilizan. que, aunque destinadas a instrumentar la consecución de un objetivo determinado, como sería el caso de lograr un incremento de exportaciones, tienen también importantes impactos ambientales. En otras palabras, la sociedad toda termina subsidiando el deterioro o destrucción de los recursos naturales de los cuales se sustenta. La enumeración de ejemplos conformaría un listado por demás extenso y la identificación de las consecuencias sobre el medio ambiente requeriría analizar un complejo encadenamiento de efectos acumulados. 





Sólo con fines ilustrativos y en forma esquemática puede considerarse el caso, bastante frecuente en los países de la región, de una política de estímulo a la producción ganadera: deforestación y/o desplazamiento de pequeños agricultores a tierras marginales o los centros urbanos; erosión del suelo por prácticas agrícolas intensivas en terrenos inapropiados sumado a la que resulta de la deforestación; mayor pobreza que trae aparejado mayor deterioro al medio ambiente y así sucesivamente podría proseguirse con otros efectos colaterales no menos importantes. Aún de mayor complejidad sería identificar los efectos de subsidios a determinados consumos energéticos y/o combustibles fósiles. Otra acción fundamental que los gobiernos deben efectuar para eliminar las distorsiones en tas señales de precios, reside en la implementación de las políticas necesarias destinadas a lograr la internalización de los costos ambientales presentes y futuros en el precio de los productos e insumos. Diversos instrumentos están siendo aplicados para este fin, como son el establecimiento de medidas de regulación y control directo por parte del Estado, permisos negociables para la emisión de cantidades limitadas de contaminantes y más frecuentemente, la imposición de tributos o derechos a la emisión de ciertas substancias contaminantes.





Independientemente de los instrumentos de política que puedan emplearse, el objetivo esencial de la acción estatal en este terreno, es impedir que mediante e! mecanismo del mercado, algún oferente o demandante, sean empresas, privadas y publicas, o consumidores finales pueda, utilizando el stock de recursos naturales de propiedad común (aire, agua, suelos etc.) como si fueran bienes libres, derivar un beneficio individual creando costos para otros y muy especialmente' para las generaciones futuras. La adopción de este principio, que podría tentativamente ser denominado "de la producción sustentable", para definir los límites y establecer las realas de juego según las cuales deberán operar los mercados, permitiría dar respuesta al "que producir” (y lo que hay que dejar de hacerlo) y del "cómo producirlo”, es decir, los insumos a utilizar (y los que su uso debe abandonarse) y las técnicas a emplear. A este respecto cabría esperar tanto la incorporación de tecnologías libres de impactos ambientales cuya adopción resulta actualmente antieconómica e/o "ineficiente", particularmente en sectores cruciales come la producción de alimentos y de energía, como un desarrollo de innovaciones tecnológicas inducido por los mercados obrando dentro de los límites y reglas de juego establecidas.





Restaría determinar el "para quién producir”, es decir el crítico problema de la distribución del ingreso. A este respecto los países de la región tienen suficiente experiencia acerca de las serias consecuencias que ha traído aparejado el haber subestimado y descuidado la importancia de la acción del Estado en lograr patrones de distribución de ingresos equitativos. Corregir esta falencia constituye una condición necesaria para aspirar al logro de un desarrollo sustentable.








6. Reflexiones finales





El desarrollo sustentable es un proceso de cambio más que un estado fijo al que se debe llegar. Como tal es preciso iniciarlo cuanto antes para evitar el peligro que se quede en una mera expresión retórica de fervientes anhelos en los que todos concuerdan. Los países de la región, agobiados con la crisis que están enfrentando se ven forzados a concentrar sus esfuerzos y recursos para responder a las apremiantes necesidades coyunturales que se les esta presentando. Es indudablemente difícil en estas condiciones iniciar un proceso de cambio que requiere tener una perspectiva temporal considerablemente mayor que la coyuntural. Sin embargo no debería constituir un argumento válido en el cual escudarse para justificar la inacción.





En este sentido, podría existir un amplio margen de maniobra para implementar acciones en el sector público, particularmente las referidas a los impactos ambientales del gasto público, tanto de la administración central como de sus empresas, y la creación de los mecanismos de control correspondientes. Con respecto a la actividad privada, ya se ha mencionado la utilización de gravámenes con la finalidad de inducir una reasignación de recursos que propenda a disminuir o eliminar la emisión de contaminantes. También se ha hecho referencia a la necesidad de contar con un ente regulador del medio ambiente encargado de la aplicación de los estándares establecidos y la penalización de las violaciones.





Paulatinamente deben irse creando las condiciones internas apropiadas para anticiparse a las modificaciones que pueden operarse en el mareo de referencia global al que se aludió precedentemente. La reestructuración que necesariamente deberán efectuar las economías de la región podrá entonces delinearse sobre bases más compatibles con un proceso de desarrollo sustentable, incorporando los adelantos tecnológicos orientados con este objetivo que surjan o que puedan haberse generado, aprovechando así, las eventuales ventajas comparativas que ello podría brindar.





Finalmente, el desarrollo sustentable es fundamentalmente una noción de disciplina en el sentido que la humanidad debe asegurar que la satisfacción de las necesidades presentes no comprometa la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las propias. Esto significa disciplinar nuestro consumo presente, lo que a su vez involucra quebrar la inercia cultural y de comportamiento que a menudo impide una modificación en el sistema de valores de una sociedad. (Brundtland, 1989). En este sentido, el proceso hacía un desarrollo sustentable no puede estar circunscripto a los cambios que pueden incorporarse en el diseño de una estrategia económica. No debería generarse una visión economicista del desarrollo sustentable que obscurezca las transformaciones substanciales que deben tener lugar en otras áreas del quehacer social.








* De la revista Estudios Año XV N° 61 enero/marzo 1992 pags. 15-21 





NOTA:


(¤) En razón que el presente documento está basado en el contenido del Informe Final de la Comisión Mundial Sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, conocido también como el “Informe Brundtland”, se ha creído conveniente omitir las repetidas referencias que habría que haber efectuado a dicha fuente. Un procedimiento similar se siguió con el Informe de la Comisión de Desarrollo y Medio Ambiente de América Latina y el Caribe, "Nuestra Propia Agenda" por lo que debe sobreentenderse que se ha recurrido libremente al contenido de ambos documentos
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